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	RESOLUCIÓN


PREÁMBULO
Nosotros, los pueblos de la Comunidad del Caribe, actuando en nombre de los representantes aquí reunidos de nuestros Gobiernos;
RECORDANDO que la Conferencia de Jefes de Gobierno de la Comunidad del Caribe en su Reunión Especial en Puerto España, Trinidad y Tobago, en octubre de 1992 adoptó la recomendación de la Comisión de las Indias Occidentales de que los Estados Miembros de la Comunidad suscribieran una Carta de la Sociedad Civil;
CONSCIENTES de que los lazos históricos, culturales y sociales de los pueblos de la Comunidad del Caribe sustentan el compromiso de los Gobiernos y pueblos de los Estados Miembros de la Comunidad con esta Carta;
DECICIDOS:
· a mejorar la confianza pública en la gestión del gobierno, reforzando de ese modo la lealtad de todos los ciudadanos; 

· a asegurar el respecto continuo de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales internacionalmente reconocidos; 

· a respetar el derecho de los ciudadanos a elegir sus propias opciones políticas; 

· a crear un clima político verdaderamente participativo en el seno de la Comunidad del Caribe que sea propicio a la consulta genuina en el proceso de la gestión de gobierno; 

· a promover, fomentar y mantener la armonía racial; 

· a defender el principio de la libertad de religión; 

· a promover el crecimiento económico y el desarrollo sostenible a través del uso prudente de los recursos naturales; 

· a lograr la justicia económica y social y a alcanzar las metas de educación, salud y empleo para todos; 

· a eliminar, en la mayor medida posible, problemas sociales tales como la delincuencia y el abuso de drogas y otras sustancias; 

· a entrar en el siglo XXI con la mejor gestión de gobierno posible y a lograr y mantener dicha gestión mediante la movilización de la acción para el cambio; 

DECLARAMOS nuestra resolución a cumplir con los siguientes principios, por medio de los cuales nuestros Gobiernos se comprometen a respetar y fortalecer los elementos fundamentales de la sociedad civil:

ARTÍCULO I – Definición de términos
En esta Carta, a no ser que el contexto establezca lo contrario, las siguientes expresiones tendrán el siguiente significado:
(a)
“aliados sociales” significará el Gobierno de un Estado, Asociaciones de Empresarios, Sindicatos y las Organizaciones No Gubernamentales que el Estado reconozca;

(b)
“Estado” significará un Estado Miembro de la Comunidad del Caribe y deberá incluir a los Miembros Asociados de la Comunidad del Caribe.
ARTÍCULO II – Respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales
1.
Los Estados respetarán los derechos humanos y libertades fundamentales del individuo, sin discriminación alguna por motivos de edad, color, credo, discapacidad, origen étnico, género, idioma, lugar de nacimiento u origen, opinión política, raza, religión o clase social, pero sujeto al respecto de los derechos y libertades de otros y el interés público.
2.
Esos derechos humanos y libertades fundamentales incluyen:
(a)
el derecho a la vida, la libertad y seguridad personal;

(b)
la protección de la privacidad del hogar y de toda propiedad del individuo;

(c)
la protección contra la expropiación de bienes sin el debido proceso y una compensación justa dentro de un plazo razonable;

(d)
la libertad de conciencia y de expresión, y la libertad de reunión y de asociación en el marco de las constituciones de los Estados;

(e)
la libertad de movimiento dentro de la Comunidad del Caribe,
sujetos a aquellas excepciones y calificaciones que puedan ser autorizadas por la legislación nacional y que sean razonablemente justificables en una sociedad libre y democrática.
3.
Los Estados promoverán y alentarán el ejercicio de los derechos civiles y políticos y, dentro de los límites de sus recursos, los derechos económicos, sociales y culturales de los cuales deriva la dignidad inherente del ser humano y que son esenciales para el desarrollo libre y pleno de la persona.
4.
Los Estados mantendrán al público informado sobre las disposiciones de esta Carta y de los acuerdos y declaraciones internacionales y regionales en la esfera de los derechos humanos a los que se hayan suscrito.

ARTÍCULO III – Dignidad humana 
Los Estados, en el desempeño de sus funciones legislativas, ejecutivas, administrativas y judiciales, asegurarán el respeto y la protección de la dignidad humana de la persona.

ARTÍCULO IV – Derecho a la vida, la libertad y seguridad personal
1.
 Toda persona tendrá derecho a la vida. A  ninguna persona se le privará de su vida de forma intencional salvo de conformidad con la legislación nacional.
2.
A ninguna persona se le privará de su libertad o seguridad personal, salvo mediante el debido procedimiento legal.

ARTÍCULO V – Igualdad ante la ley 
1.
Todas las personas serán iguales ante la ley, tendrán derecho a igual protección de la ley y a una audiencia justa e imparcial dentro de un plazo razonable.
2.
Los Estados utilizarán todos los medios a su alcance para brindar asistencia jurídica en todos los casos en que el interés de la justicia así lo requiera.
3.
Nadie será objeto de discriminación por motives de edad, color, credo, discapacidad, origen étnico, género, idioma, lugar de nacimiento u origen, opinión política, raza, religión o clase social.
4. Se considerará que una ley no contradice el párrafo 3 si la misma contempla medidas especiales con el único propósito de fomentar el desarrollo y avance de las comunidades o segmentos de la población hasta ahora desfavorecidos para permitirles desarrollar y sacar pleno provecho de su potencial.

ARTÍCULO VI – Derechos políticos
1.
Los Estados asegurarán la existencia de un sistema democrático abierto e imparcial a través de la celebración de elecciones libres en intervalos razonables, mediante voto secreto, respaldado por un sistema electoral en el que todos los ciudadanos pueden confiar y que asegure la libre expresión de la voluntad de las personas en la elección de sus representantes.
2.
Los Estados tomarán todas las medidas apropiadas para promover y mantener un sistema de representación que funcione con eficacia, incluida la celebración de sesiones públicas regulares de los representantes de la ciudadanía.
3.
Toda persona tendrá el derecho a:
(a)
formar un partido político u organización,

(b)
formar parte de un partido político u organización de su elección,

(c)
asistir a reuniones públicas de partidos políticos u organizaciones,

(d)
participar en las actividades de un partido político u organización,
(e)
expresar sus opiniones políticas de manera pacífica,
(f)
presentarse como candidato para ser elegido a un cargo público para el cual esté calificado.

4.
Las disposiciones de este artículo no impedirán que los Estados adopten medidas autorizadas por su Constitución que regulen la participación de los funcionarios públicos en las actividades de un partido político u organización.

ARTÍCULO VII – Reuniones, manifestaciones y peticiones
Toda persona tendrá el derecho a reunirse, a manifestarse pacíficamente y a redactar y presentar peticiones, sujeto a las restricciones que pueda imponer la legislación nacional por motivos de interés público y que sean razonablemente justificables en una sociedad libre y democrática.
ARTÍCULO VIII – Libertad de expresión y acceso a la información 
1.
Toda persona tendrá el derecho a gozar de la libertad de expresión, incluido el derecho a:
(a)
tener opiniones y recibir y comunicar ideas e información sin interferencias, y a libremente mandar o recibir comunicaciones por correspondencia u otros medios;

(b)
procurar, distribuir o difundir a otras personas y al público información, opiniones e ideas en la forma que sea.
2.
Los medios de comunicación también gozarán del derecho conferido en el párrafo 1 de este artículo.
3.
El ejercicio del derecho conferido en este artículo lleva consigo deberes y responsabilidades especiales y puede ejercerse sujeto a restricciones razonables por motivos de interés público, en la medida que estén impuestas por la ley y sean justificables en una sociedad democrática: 
(a)
para la protección de la reputación, derechos y libertades de otras personas, o
(b)
en el interés de la defensa, seguridad pública, orden público, moral pública o salud pública.
4.
Los Estados respetarán, alentarán y promoverán la existencia de una diversidad de fuentes de información como un medio para asegurar un mayor acceso del público a la información.
5.
Este artículo no se interpretará como que impide que el Estado requiera la concesión de licencias para la prestación de servicios de radiodifusión, transmisión u otros medios de comunicación, exhibición pública o entretenimiento público.

ARTÍCULO IX – Diversidad religiosa
Los Estados reconocerán y respetarán la libertad de conciencia de las personas para profesar y practicar de manera individual o colectiva, en privado o en público, su religión, creencias o credo, de conformidad con los dictados de su propia conciencia, sujeto a restricciones que pueda imponer la legislación nacional en interés de la defensa, el orden público o la seguridad pública o para la protección de la salud pública o la moral pública, o para la protección de los derechos y libertades de otros, siempre que dichas restricciones sean razonablemente justificables en una sociedad libre y democrática.
ARTÍCULO X – Diversidad cultural
Los estados reconocen que:
(a)
toda cultura tiene una dignidad y un valor que deberá respetarse y toda persona tiene el derecho a preservar su cultura;

(b)
toda persona tiene el derecho a participar en la vida cultural de su elección.

ARTÍCULO XI – Derechos de los pueblos indígenas
Los Estados reconocen la contribución de los pueblos indígenas al proceso de desarrollo y se comprometen a continuar protegiendo sus derechos históricos y respetando la cultura y forma de vida de estos pueblos.
ARTÍCULO XII – Derechos de la mujer 
Para la promoción de políticas y medidas dirigidas a fortalecer la igualdad y equidad de género, todas las mujeres tienen los mismos derechos que los hombres en las esferas política, civil, económica, social y cultural. Dichos derechos incluirán el derecho a:
(a)
ser elegidas o nombradas para cargos públicos y a ser designadas para puestos en organismos encargados de adoptar decisiones en todos los niveles de la sociedad;

(b)
tener las mismas oportunidades de empleo y a recibir la misma remuneración por trabajos del mismo valor;

(c)
no ser discriminadas por motivos de estado civil, embarazo, lactancia u otros asuntos relacionados con la salud que afectan a mujeres de mayor edad;

(d)
protección legal, incluidos remedios justos y eficaces contra la violencia doméstica, el abuso sexual y el acoso sexual.

ARTÍCULO XIII – Derechos del niño
Todo niño o niña tiene, en particular, el derecho a:
(a)
no estar obligado a desempeñar o prestar servicios que pongan en peligro su salud física o mental, crecimiento, educación o desarrollo social;

(b)
estar protegido contra la explotación económica o de otro tipo, la violencia física o mental, lesiones, abandono o abuso, incluido el abuso sexual,-

(c)
cuando proceda, teniendo en cuenta factores tales como la edad del niño y el desarrollo físico del mismo, ser consultado o a que su punto de vista esté representado personalmente o por una persona independiente ante los tribunales y otros órganos u organismos relacionados con la protección a la infancia.
2.
Para los fines de este artículo y el artículo XV, “niño o niña” se refiere a toda persona menor de dieciocho años de edad, salvo que de acuerdo con la legislación nacional, la mayoría de edad se obtenga a una edad más temprana o mayor.

ARTÍCULO XIV – Derechos de las personas con discapacidades
1.
Toda persona con discapacidades tiene, en particular, el derecho a:
(a)
no ser discriminada por razones de su discapacidad;
(b)
tener las mismas oportunidades en todos los campos y a desarrollar su pleno potencial;

(c)
que se respete su dignidad humana en cuanto al goce de una vida lo más normal y plena posible.

ARTÍCULO XV – Acceso a la educación y capacitación 
1.
Los Estados asegurarán que todo niño tiene el derecho a recibir y recibe educación primaria de calidad.
2.
Los Estados asegurarán un acceso igualitario a la educación secundaria y postsecundaria y un acceso razonable a la educación y formación continua de adultos.

3.
Todo niño o niña, independientemente de su color, credo, origen étnico, género, idioma, lugar de nacimiento u origen, opinión política, raza, religión o clase social, tendrá el derecho a tener el mismo acceso a las instituciones de enseñanza pública o semipública.

4.
Todo niño o niña con discapacidades tendrá el derecho a recibir educación especial, de acuerdo con sus necesidades, financiada total o parcialmente por el Estado hasta la edad determinada por la legislación nacional.

5.
Todo Estado establecerá medidas para asegurar que los padres permiten a sus hijos utilizar plenamente las oportunidades educativas que brinda el Estado.

ARTÍCULO XVI – Derecho de familia
Los Estados, reconociendo que la familia es la unidad fundamental de la sociedad, se esforzarán por asegurar: 

(a)
el cumplimiento de las condiciones necesarias para la promoción de la vida familiar y la experiencia como padre o madre, teniendo presente la importancia del papel que desempeñan los progenitores;

(b)
el pleno desarrollo y protección de la familia, incluida la familia ampliada.

ARTÍCULO XVII – Buena gestión pública 
1.
Los Estados adoptarán y aplicarán todas las medidas adecuadas para asegurar una buena gestión pública, que sea justa, abierta y responsable.
2.
Los Estados reconocen y afirman que el estado de derecho, la administración eficaz de la justicia y el mantenimiento de la independencia e imparcialidad del poder judicial son esenciales para la buena gestión pública.

3.
Los Estados, reconociendo que las funciones complementarias que desempeñan el gobierno, los aliados sociales y la ciudadanía son parte integral del concepto de una buena gestión pública, se asegurarán de que los derechos y responsabilidades de todos están claramente establecidos y de que se fomente un entorno favorable para su ejercicio y cumplimiento, según fuere el caso.

4.
Los Estados, a fin de asegurar la moral en los asuntos públicos, acuerdan que las personas que ocupan cargos públicos y todas aquellas que en el ejercicio de su poder desempeñan funciones que afectan o pueden afectar los intereses públicos, deberán desempeñar dichas funciones de conformidad con la legislación interna y las mismas no serán causa o causa aparente de conflicto entre  sus intereses particulares y sus deberes en la gestión pública, o comprometerán de alguna otra forma su integridad. Con este propósito, los Estados acuerdan establecer un Código que rija la conducta de las personas que ocupan cargos públicos y todas aquellas que en el ejercicio de su poder desempeñan funciones que afectan o pueden afectar los intereses públicos.

5.
Los Estados se esforzarán por: 

(a)
fomentar permanentemente la rentabilidad de sus operaciones, facilitando y apoyando a su vez el proceso de desarrollo;

(b)
asegurar que todas las personas son tratadas de forma justa, humana e igualitaria por parte de la autoridades públicas y personas que ocupan cargos públicos y todas aquellas que ejercen el poder de manera que afecta la calidad de vida de nuestros pueblos;

(c)
asegurar que se satisfacen las necesidades de las personas como consumidores en cuanto al suministro de bienes y servicios.

6.
Los Estados se comprometen a preservar y respetar la existencia de un servicio público independiente, con oportunidades profesionales atractivas para todos basadas en el mérito, y que sea eficaz, eficiente, responsable, adaptable e innovador en su ejercicio de la administración pública.
7.
Los Estados, a fin de fomentar la participación ciudadana en el proceso democrático, establecerán sistemas eficaces de consulta permanente entre el gobierno y los ciudadanos.

8.
Los Estados se esforzarán por asegurar que durante el proceso de gestión pública no existe la victimización de ninguna persona.

ARTÍCULO XVIII – Participación en la economía
1.
Los Estados facilitarán el acceso de los ciudadanos a los recursos de manera tal que promueva el crecimiento económico, el desarrollo sostenible y el pleno empleo, especialmente para los jóvenes, y mejore las oportunidades para que todas las personas logren un nivel de vida razonable y seguro.

2.
Toda persona tendrá el derecho de emprender libremente y en plena igualdad de condiciones actividades económicas, incluido el derecho a participar en los sectores industrial, agrícola, de servicios, o de otra índole, y a establecer y administrar su propia empresa en dichos sectores.
3.
Los Estados se comprometen a colaborar con los aliados sociales en la provisión de empleos creativos para los jóvenes y las personas discapacitadas y en la promoción de estrategias para su empleo.
ARTÍCULO XIX – Derechos laborales
1.
Todo trabajador tiene el derecho a: 
(a)
formar o pertenecer y participar en actividades sindicales o de otro tipo de asociaciones para la promoción y protección de sus intereses o el derecho a no pertenecer ni participar en ningún sindicato o asociación;

(b)
negociar de forma colectiva;
(c)
no estar sujeto a prácticas laborares injustas, incluida la intimidación y victimización;

(d)
trabajar en condiciones seguras, higiénicas y saludables;

(e)
un horario de trabajo razonable, descansos, vacaciones periódicas remuneradas y a la remuneración durante fiestas nacionales;

(f)
recibir una remuneración razonable por su trabajo y a mantener su trabajo, sujeto a restricciones razonables impuestas por la legislación nacional por motivos de interés público.
2.
Las disposiciones de este artículo no impedirán que los Estados adopten medidas que impongan a las personas que están al servicio del Estado restricciones que son razonablemente justificables en una sociedad libre y democrática.
3.
Los Estados se comprometen a:
(a)
salvaguardar el derecho de los trabajadores a ganarse la vida en ocupaciones legítimas libremente elegidas;

(b)
reconocer la conveniencia de que los trabajadores tengan un nivel de ingresos que les permita a ellos y sus familias gozar de un nivel de vida decente;

(c)
en reconocimiento del derecho de los trabajadores a la negociación colectiva, la responsabilidad de proporcionar un sistema adecuado para el reconocimiento y certificación de los sindicatos, que cuente con el apoyo de una mayoría de los trabajadores y basado en la libre elección de los trabajadores en cuestión;

(d)
fomentar y promover un entorno de trabajo armonioso y productivo mediante la sensibilización de los trabajadores, sindicatos y patronos acerca de sus respectivas obligaciones mutuas;
(e)
proporcionar protección a los trabajadores contra el despido arbitrario;

(f)
proporcionar un sistema adecuado para la solución rápida de controversias industriales y la restauración de la normalidad en caso de huelgas, paros patronales y otras formas de acción industrial;

(g)
proporcionar un período adecuado de licencia con sueldo, o prestaciones de la seguridad social adecuadas, para las mujeres antes y después de dar a luz, y disponer que es ilegal que un patrono despida a una mujer o tome cualquier otra acción que afecte negativamente su situación o promoción por motivos de embarazo;

(h)
establecer normas que los patronos deberán cumplir con respecto a la provisión de un lugar de trabajo seguro y saludable para los trabajadores;

(i)
proporcionar a los trabajadores prestaciones de la seguridad social adecuadas;

(j)
asegurar que toda persona que ha llegado a la edad de jubilación y no tiene medios adecuados de subsistencia recibe asistencia social y médica.

ARTÍCULO XX – Salud
Los Estados intentarán por todos los medios proporcionar un sistema de salud que sea:
(a)
lo suficientemente global para hacer frente a todos los desafíos en materia de salud, incluidas las epidemias, y
(b)
bien administrado, adecuadamente equipado y accesible a todos sin discriminación.

ARTÍCULO XXI – Necesidades básicas
Los Estados se esforzarán por;

(a)
proporcionar los servicios y prestaciones sociales adecuados para la población en general; y 
(b)
asegurar que las personas más necesitadas tienen acceso a alimentos, vivienda y otras necesidades básicas.

ARTÍCULO XXII – Aliados sociales 
Los Estados se comprometen a establecer dentro de sus respectivos Estados un marco para llevar a cabo consultas genuinas entre los aliados sociales a fin de facilitar el entendimiento y el apoyo común con respecto a los objetivos, contenido e implementación de los programas económicos y sociales nacionales y sus respectivas funciones y responsabilidades en lo que concierne a la buena gestión pública.
ARTÍCULO XXIII – Derechos ambientales 
1.
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente que sea adecuado para su salud y bienestar, así como el deber correspondiente a proteger, conservar y mejorar el medio ambiente.

2.
Los Estados tomarán medidas para el establecimiento de normas ambientales y vigilar el cumplimiento de dichas normas.
3.
Los Estados, considerando la responsabilidad universal común de la supervivencia humana, establecerán medidas para asegurar la protección y mejora del medio ambiente y la conservación y gestión de sus recursos naturales para el beneficio de las generaciones actuales y futuras.

ARTÍCULO XXIV – Conciencia y responsabilidades de las personas 
Los Estados declaran, por la presente, que las personas tienen un importante papel que desempeñar en el logro y mantenimiento de una buena gestión pública. Por consiguiente, los Estados crearán conciencia, generarán apoyo y establecerán programas que fomenten los valores y actitudes positivas y mejorarán la capacidad del individuo y la capacidad institucional para alcanzar objetivos tales como:

(a)
la inculcación, el cultivo y la demostración del amor por la patria;

(b)
la participación en el proceso electoral;
(c)
el desarrollo de una ética de trabajo positiva en todos los niveles de la sociedad en reconocimiento de las responsabilidades de las personas en las áreas de producción, la economía y el suministro de bienes y servicios;
(d)
la sensibilización de todas las personas acerca de la importancia de mejorar continuamente sus aptitudes, la formación permanente y la ampliación de sus conocimientos y capacidades;

(e)
el fomento de la independencia y la participación en actividades de autoayuda, tanto de manera individual como colectiva;

(f)
la promoción de la conciencia de los padres para que cooperen con el sistema escolar y apoyen los programas escolares dirigidos a la formación de carácter de los estudiantes;

(g)
la consideración especial y apoyo a los jóvenes, las personas de la tercera edad, las personas con discapacidades y otros grupos vulnerables;

(h)
la solución de disputas interpersonales y domésticas por medios pacíficos, tales como la mediación, reconciliación y otros;
(i)
el cuidado y protección del  medio ambiente;

(j)
la prevención y protección de la propiedad pública; y
(k)
la promoción, establecimiento y mantenimiento de organizaciones comunitarias.

ARTÍCULO XXV – Informes
1.
Los Estados se comprometen a presentar periódicamente al Secretario General de la Comunidad del Caribe (en adelante, el “Secretario General”), para su transmisión a la Conferencia de Jefes de Gobierno de la Comunidad del Caribe, informes sobre las medidas adoptadas y el progreso logrado en el cumplimiento de las disposiciones de esta Carta.
2.
Los informes, aparte de los informes especiales que pueda solicitar la Conferencia en un momento dado, se presentarán cada tres años en el orden que determine la Conferencia, indicando los factores y dificultades, de haberse encontrado alguna, que han afectado la implementación de la Carta.
3.
En la preparación de sus informes, los Estados, de conformidad con las disposiciones del artículo XXII, emprenderán consultas con los aliados sociales, teniendo en cuenta el papel fundamental que éstos desempeñan en el logro de los objetivos de la Carta.
4. (1) Los Estados establecerán un Comité Nacional o designarán un órgano para vigilar y asegurar la implementación de la Carta, y dicho Comité Nacional u órgano estará integrado por;
(a)
representantes del Estado;

(b)
 representantes de los otros aliados sociales; y
(c)
toda otra persona de elevado carácter moral y competencia reconocida en sus respectivos campos de trabajo.

(2) El Comité Nacional u órgano, según proceda, examinará la implementación de la Carta, analizando los problemas y dificultades que se hayan encontrado, y recibirá las quejas relativas a  supuestas violaciones o al incumplimiento de las disposiciones de la Carta que se atribuyen al Estado o a uno o más de los aliados sociales. Ningún individuo o entidad puede alegar supuestas violaciones o incumplimiento en relación con un asunto que haya sido arbitrado por un órgano internacional, cuya decisión es obligatoria para el Estado.
(3) El Comité Nacional u órgano notificará al Estado o aliado social, según proceda, el recibo de cualquier queja, y solicitará sus comentarios sobre la misma, y el Comité Nacional u órgano informará al Secretario General sobre la queja que reciba, junto con los comentarios sobre la misma, incluidos sus propios puntos de vista sobre el asunto.

5. (1) El Secretario General presentará anualmente para la consideración de la Conferencia, de conformidad con los criterios establecidos por la Conferencia, los informes que reciba de los Comités Nacionales u órganos, de acuerdo con lo estipulado en las disposiciones del párrafo 4(3) de este artículo.

(2) El Secretario General informará a los Estados y a sus Comités Nacionales u órganos sobre los resultados de las deliberaciones de la Conferencia con respecto a los informes presentados de conformidad con este artículo, junto con cualquier recomendación que emane de su consideración de las violaciones notificadas, supuesto incumplimiento, dificultades o problemas que se hayan encontrado en la implementación de la Carta.

6.
Las quejas relativas a supuestas violaciones o al incumplimiento de la Carta no impondrán ninguna obligación al Estado de no cumplir con las decisiones de sus tribunales o de otras autoridades mientras se encuentran pendientes de consideración de conformidad con este artículo.
ARTÍCULO XXVI - Implementación
Los Estados declaran su determinación a cumplir con las disposiciones de esta Carta.

ARTÍCULO XXVII - Salvaguardas
Nada en esta Carta será interpretado como que invalida las disposiciones de cualquier acuerdo regional o internacional del cual los Estados sean parte.


RESOLUCIÓN
La Conferencia de Jefes de Gobierno de la Comunidad del Caribe en su octava reunión entre períodos de sesiones:

Reafirmado su confianza en la Comunidad del Caribe como una asociación de Estados y Territorios unidos por un patrimonio común, y cooperando en el interés de sus propios pueblos;

Comprometida con los principios fundamentales de los derechos humanos y las libertades, y conscientes de que esta Carta mejorará el proceso de integración;

Decidida a cumplir con los principios declarados en esta Carta, en respuesta a los desafíos del siglo XXI;
Resuelve adoptar esta Carta y acuerda cumplir con sus principios y asegurar que esta Carta será distribuida en la mayor medida posible entre sus respectivos Estados y Territorios.

Acordado el........................ día del mes de..................de……. en........................................
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